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Panel integrado por su presidente, el juez Piñero González, 
y las juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

S E N T E N C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31  de agosto de 2016. 

Comparece ante nos James Pérez Pérez (el 

peticionario), por derecho propio, mediante recurso de 

certiorari y solicita la revisión de la resolución emitida el     

6 de julio de 2015 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Mayaguez (TPI), notificada a las partes el 

9 de julio de 2015. Mediante la referida resolución, el foro 

primario declaró no ha lugar la Moción al Amparo de la Ley 

246 de 26 de diciembre de 2014 y el Artículo 67 del Código 

Penal del 2014 sobre Aplicación de Favorabilidad 

Retroactiva y Atenuantes presentada por el peticionario 

solicitando la modificación de su sentencia conforme al 

principio de favorabilidad. 

Examinado el presente recurso, la totalidad del 

expediente y el estado de derecho aplicable ante nuestra 
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consideración, expedimos el auto de certiorari y 

confirmamos la determinación recurrida. 

-I- 

 Por hechos ocurridos el 29 de abril de 2014,             

el Ministerio Público presentó dos (2) denuncias contra       

el peticionario por infracciones al Artículo 195(c) 

(escalamiento agravado) y al Artículo 182 del Código Penal 

de 2012. Posteriormente, celebrada la vista preliminar, se 

encontró no causa probable por el delito de escalamiento 

agravado. 

 Así las cosas, el 11 de julio de 2014, se celebró el 

juicio en su fondo. Durante el mismo, el peticionario 

presentó su Alegación de Culpabilidad y su Moción sobre 

Alegación Pre-Acordada. El preacuerdo con el Ministerio 

Público consistía en eliminar la alegación de reincidencia 

agravada y, en su consecuencia, el peticionario hacía una 

alegación de culpabilidad por violación del Artículo 192 del 

Código Penal de 2012. El Ministerio Público recomendó una 

sentencia de tres (3) años de reclusión. A tal efecto, el foro 

primario sentenció al peticionario a una pena de tres (3) 

años de cárcel y que se abonara lo sumariado. El TPI 

dispuso que la sentencia debe cumplirse de manera 

consecutiva con cualquier otra que se esté cumpliendo. 

 El 16 de junio de 2015, el peticionario presentó una 

Moción por Derecho Propio solicitando que se enmendara la 

sentencia a tenor con el principio de favorabilidad y en 

virtud de la enmienda realizada al Código Penal a tenor con 
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la Ley 246-2014. La referida moción fue declarada no ha 

lugar por el foro primario. El 7 de marzo de 2016 el 

peticionario presentó su Moción al Amparo de la Ley 246 de 

26 de diciembre de 2014 y el Artículo 67 del Código Penal 

del 2014 sobre Aplicación de Favorabilidad Retroactiva y 

Atenuantes (la Moción). En síntesis, el peticionario 

solicitaba la reducción de 25% de la pena fija establecida 

por circunstancias atenuantes y el principio de 

favorabilidad. Evaluada la moción y sin solicitar expresión 

alguna del Ministerio Público, el foro de instancia declaró no 

ha lugar la moción. 

 Inconforme con esta determinación, el peticionario 

acude ante nos mediante recurso de certiorari. En su 

recurso, el peticionario no esbozó señalamiento de error 

alguno y se limitó a reiterarse en los argumentos 

presentados en su Moción. 

 El 31 de mayo de 2016 emitimos una resolución 

otorgándole un término de diez (10) días al TPI para elevar 

los autos originales del caso. Los mismos fueron recibidos 

por este Foro. El 16 de junio de 2016 emitimos una 

resolución ordenando a la Oficina de la Procuradora General 

(la Procuradora) a presentar su alegato. 

El 22 de julio de 2016, la Procuradora General 

presentó su Escrito en Cumplimiento de Orden. En síntesis, 

expresó que el peticionario fue sentenciado bajo Código 

Penal del 2014 luego de las enmiendas introducidas por la 

Ley 246-2014, por lo que, no le aplica el principio de 
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favorabilidad ya que no hay ley penal posterior más 

beneficiosa. Añadió que su sentencia fue producto de una 

alegación preacordada la cual tuvo el efecto de beneficiar al 

peticionario ya que eliminó una acusación de alegación de 

reincidencia agravada que podía aumentar hasta un 25% la 

pena fija. 

-II- 

-A- 

La Regla 192.1 de las Reglas de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, contempla uno de los mecanismos 

que provee nuestro ordenamiento procesal penal para 

cuestionar la validez o constitucionalidad de una sentencia.  

Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 D.P.R. 883, 896 (1993); 

Pueblo v. Ruiz Torres, 127 D.P.R. 612, 614 (1990).  A su 

vez, en ésta se disponen los remedios para anular, dejar sin 

efecto la determinación impugnada, ordenar la libertad del 

peticionario, dictar nueva sentencia o conceder nuevo 

juicio, según sea el caso.  Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 

D.P.R. 557, 568-571 (2000); Correa Negrón v. Pueblo, 104 

D.P.R. 286, 292 (1975). Específicamente el mencionado 

precepto autoriza a cualquier persona que se halle detenida 

en virtud de una sentencia dictada por cualquier Sala del 

Tribunal de Primera Instancia a presentar una moción a 

tenor con su derecho a ser puesto en libertad, porque:    

(a) la sentencia fue impuesta en violación de la Constitución 

o las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o la 

Constitución o las leyes de Estados Unidos; o (b) el tribunal 
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no tenía jurisdicción para imponer dicha sentencia; o (c) la 

sentencia impuesta excede la pena prescrita por la ley; o 

(d) la sentencia está sujeta a ataque colateral por cualquier 

motivo.  

Una moción al amparo de la citada regla puede ser 

sometida en cualquier momento y deberá incluir todos los 

fundamentos que tenga el peticionario para solicitar el 

remedio provisto. Se considerará que los fundamentos no 

incluidos han sido renunciados, salvo que el tribunal 

determine que no pudieron ser razonablemente 

presentados.  A menos que la moción y los autos del caso 

demuestren concluyentemente que el compareciente no 

tiene derecho a remedio alguno; el tribunal notificará al 

fiscal, le proveerá asistencia de abogado si no la tuviere, y 

señalará prontamente una vista. Este procedimiento 

únicamente está disponible cuando la sentencia adolece de 

un defecto fundamental que conlleva inevitablemente un 

fracaso de la justicia, o un resultado inconsistente con los 

principios básicos del debido proceso de ley. De ningún 

modo sustituye el procedimiento ordinario de la apelación 

como método para corregir los errores de derecho, los 

errores cometidos en el juicio, ni para alegar la inocencia 

del peticionario. Pueblo v. Román Mártir, 169 D.P.R. 809, 

823-824 (2007). 

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha aclarado que no obstante la amplitud del 

lenguaje empleado en la Regla 192.1 de las Reglas de 
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Procedimiento Criminal, supra, los fundamentos para 

revisar un dictamen bajo este mecanismo se limitan a 

cuestiones de derecho, por lo que el precepto no puede ser 

empleado para levantar cuestiones de hecho que hubieran 

sido adjudicadas por el Tribunal recurrido.  Pueblo v. Ruiz 

Torres, supra, a la pág. 616.  Se trata de un procedimiento 

extraordinario para cuestionar la legalidad de la sentencia, 

no su corrección, a la luz de los hechos.  Pueblo v. Marcano 

Parrilla, supra, a la pág. 569.  El tribunal de instancia podrá 

considerar y resolver este tipo de mociones sin la 

comparecencia del solicitante, excepto cuando se plantee 

alguna cuestión de hecho esencial en la que se requiera     

su presencia.  Camareno Maldonado v. Tribunal Superior, 

101 DPR 552, 562 (1973). 

-B- 

 En el ámbito penal opera el postulado básico de que la 

ley que aplica a unos hechos delictivos es aquella vigente al 

tiempo de cometerse el delito. Pueblo v. Rexach Benítez, 

130 D.P.R. 273, 301 (1992). No obstante, nuestro 

ordenamiento penal reconoce además el principio de 

favorabilidad, el cual opera como excepción a la aplicación 

prospectiva de las leyes penales. Pueblo v. González, 165 

D.P.R. 675, 684 (2005). Este principio de favorabilidad, el 

cual está consagrado en el artículo 4 del Código Penal del 

1974 así como en el art. 9 del Código Penal de 2004 y en el 

artículo 4 del Código Penal ahora vigente aprobado el 30 de 

julio de 2012, Ley Núm. 146-2012, establece en términos 
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generales que cualquier acusado tiene derecho a recibir 

el beneficio provisto por una ley posterior, siempre que 

ello resulte más favorable que lo dispuesto en la ley 

vigente al momento de la supuesta comisión de los 

hechos.  Resulta importante señalar que el principio de 

favorabilidad opera cuando el legislador hace una 

nueva valoración de la conducta punible, en el sentido 

de excluir o disminuir la necesidad de su represión 

penal.  Véase, Luis Jiménez de Asúa, Tratado de Derecho 

Penal, Tomo II, pág. 543 (1950).  

 En cuanto a las leyes penales más favorables, distinto 

a la aplicación de las leyes ex post facto, no hay disposición 

constitucional alguna que obligue su aplicación.  Conforme 

a ello, el Tribunal Supremo expresó:  

[E]l principio de favorabilidad no tiene rango 
constitucional, quedando la aplicación retroactiva 

de las leyes penales que favorezcan al acusado 
dentro de la prerrogativa total del legislador. Es 

por ello que el principio de favorabilidad 

corresponde a un acto de gracia legislativa cuyo 
origen es puramente estatutario. Conforme a       

lo anterior, el legislador tiene la potestad         
para establecer excepciones al principio de 

favorabilidad, ordenando la aplicación prospectiva 

de la ley vigente al momento de la comisión del 
hecho punible, aunque sea más desfavorable para 

el acusado que la ley vigente al momento de la 
condena. Dicho de otra manera, un acusado no 

tiene un derecho constitucional a la aplicación 

retroactiva de leyes penales más favorables. 
Pueblo v. González, supra, pág. 686. 

 
 Por tal razón se tiene que atender a lo dispuesto en la 

ley sobre el principio de favorabilidad. A estos efectos el 

artículo 4 del Código Penal vigente de 2012 dispone:  

Artículo 4. Principio de Favorabilidad 

 

La ley penal aplicable es la vigente al momento de 
la comisión de los hechos.  
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La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que 

favorezca a la persona imputada de delito. En 
consecuencia, se aplican las siguientes normas: 

 
(a)  Si la ley vigente al tiempo de cometerse el 

delito es distinta de la que exista al procesar al 

imputado o al imponerle la sentencia, se aplicará 
la ley más benigna.  

 
(b)  Si durante el término en que la persona 

está cumpliendo la sentencia entra en vigor 

una ley más benigna en cuanto a la pena o al 
modo de ejecutarla, se aplicará 

retroactivamente.  
 

(c)  Si durante el término en que la persona está 

cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley que 
suprime el delito, o el Tribunal Supremo emite una 

decisión que despenalice el hecho, la pena 
quedará extinguida y la persona liberada, de estar 

recluida o en restricción de libertad.  

 
En estos casos los efectos de la nueva ley o de la 

decisión judicial operarán de pleno derecho. 
(Énfasis nuestro). 

 

-C- 

Nuestro Tribunal Supremo recientemente atendió la 

aplicabilidad del principio de favorabilidad en los casos en 

donde -tal y como en el caso de autos- la pena impuesta 

resulta de una pena preacordada. En Pueblo v. Torres Cruz, 

2015 TSPR 147, se resolvió que tanto las personas que 

resultaron convictas luego de la celebración de un juicio 

plenario como las que realizaron una alegación de 

culpabilidad preacordada pueden invocar el principio de 

favorabilidad. En dicho caso nuestro más Alto Foro reiteró 

los resuelto en Pueblo v. Santiago, 147 D.P.R. 179 (2008), 

en cuanto a que las alegaciones preacordadas no son un 

contrato tradicional entre el acusado y el Estado, como 

tampoco un precontrato de oferta u opción de alegación 

entre las partes en el cual alguna de ellas pueda exigir el 
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cumplimiento específico en caso de incumplimiento. Se 

trata de un acuerdo de voluntades sui generis que depende 

para su consumación de la aprobación final del tribunal. 

Por su parte, la Regla 72 de Procedimiento Criminal, 

34 L.P.R.A. Ap. II, codifica los requisitos que se tienen que 

cumplir al realizar la alegación preacordada, de manera que 

ésta pueda dar base a una sentencia condenatoria. Íd. 

Véase además, Pueblo v. Pérez Adorno, 178 D.P.R. 946 

(2010). Particularmente, esta Regla le concede al TPI la 

discreción para aprobar la alegación preacordada a la que 

haya llegado el Ministerio Público y la representación legal 

del imputado de delito. Pueblo v. Acosta Pérez, 190 D.P.R. 

823 (2014).  

Dicha determinación se debe realizar mediante una 

evaluación de si: (1) la alegación fue hecha con pleno 

conocimiento, conformidad y voluntariedad del imputado; 

(2) ésta es conveniente a una sana administración de la 

justicia, y (3) se logró conforme a derecho y a la ética. 

Pueblo v. Torres Cruz, supra; Pueblo v. Pérez Adorno, 

supra. Si el acuerdo no satisface dichos requisitos, entonces 

el Tribunal tiene que rechazarlo. Asimismo, el Tribunal debe 

asegurarse de que existe una base suficiente en los hechos 

para sostener que el acusado resultaría culpable más allá 

de duda razonable en caso de llevarse a cabo un juicio. 

Pueblo v. Torres Cruz, supra; Pueblo v. Suárez, 163 D.P.R. 

460 (2004). Al hacer una alegación de culpabilidad, el 

acusado no solo afirma haber realizado los actos descritos 
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en la denuncia o acusación, sino que además acepta y 

admite que es el culpable del delito objeto de su alegación. 

Íd.  

-III- 

 En el caso que nos ocupa, el peticionario fue juzgado y 

convicto por actos cometidos bajo la vigencia del Código 

Penal de 2012. Tras acoger los términos del preacuerdo 

entre el peticionario y el Ministerio Público, el foro primario 

eliminó la alegación de reincidencia agravada y sentenció al 

peticionario a una pena de tres (3) años de cárcel. 

Posteriormente. El peticionario solicitó la modificación de su 

pena conforme al principio de favorabilidad y la Ley Núm. 

246-2014. Tras evaluar la solicitud del peticionario, el foro 

de instancia estimó que no procedía dicha petición.  

 Evaluado el expediente ante nos, entendemos que 

actuó correctamente el TPI al declarar no ha lugar la Moción 

del peticionario. Los hechos delictivos fueron cometidos el 

29 de abril de 2014, bajo la vigencia del Código Penal del 

2012. El peticionario fue sentenciado el 11 de julio de 2014, 

luego de aprobada las enmiendas introducidas por la Ley 

246-2014. Por lo que, el peticionario ya se vió beneficiado 

por los términos dispuestos en las mismas. 

Además, es menester recalcar que llegó a un 

preacuerdo con el Ministerio Público en donde se reclasificó 

su infracción del Artículo 182 a una violación del Artículo 

192 y se eliminó la alegación de reincidencia agravada, la 

cual tenía el efecto de aumentar la pena fija por un 25%. A 
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cambio de esto, el peticionario se declaró culpable de forma 

libre, consciente y voluntaria. Dicho acuerdo fue aceptado 

por el TPI conforme a la Regla 72 de Procedimiento Civil, 

supra. Recuérdese que al hacer una alegación de 

culpabilidad, el acusado no solo afirma haber realizado los 

actos descritos en la denuncia o acusación, sino que 

además acepta y admite que es el culpable del delito objeto 

de su alegación. Pueblo v. Torres Cruz, supra; Pueblo v. 

Suárez, supra.  

En vista de todo lo anterior, concluimos que la pena 

fue impuesta conforme a Derecho y no procede la aplicación 

del principio de favorabilidad establecido en el Artículo 4 del 

Código Penal de 2012, en particular, la aplicación 

retroactiva de las disposiciones de la Ley 246-2014.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, que se hacen 

formar parte de esta Sentencia, se expide el auto de 

certiorari y se confirma la determinación recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


